MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES – Caducidad 
[L]a aplicación del término de caducidad en la pretensión de controversias contractuales, es preciso advertir, en primer lugar, que este medio de control ha sido considerado como “pluripretensional”, en razón al hecho de que dentro de la configuración normativa descrita en el artículo 141 del CPACA se instrumentaliza, en términos procesales, la posibilidad de obtener diversas declaraciones judiciales atendiendo a los variados supuestos fácticos y jurídicos que gravitan en torno a una relación contractual o precontractual, como es que se declare la existencia, nulidad o se efectúe la revisión de un contrato estatal, así como que se anulen los actos administrativos de carácter contractual o se procede a la liquidación judicial del contrato. Vista la diversidad de enfoques que se aglutinan en el marco del denominado medio de control de controversias contractuales, resulta apenas razonable entender el tratamiento diferenciado, en punto de caducidad, que brindó el artículo 164 para este medio de control, dado el hecho que allí se estableció, grosso modo, diferentes términos de caducidad en atención a la concreta pretensión incoada. Así, como primer supuesto normativo i) se establece en el literal c) del numeral 2° que cuando se pretenda la nulidad o nulidad y restablecimiento del derecho de los actos previos a la celebración del contrato, “el término será de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente a su comunicación, notificación, ejecución o publicación, según el caso”; por otro lado, como segundo evento se tiene que ii) en los casos en donde se persiga la declaratoria de nulidad absoluta  o relativa del contrato, “el término para demandar será de dos (2) años que se empezarán a contar desde el día siguiente al de su perfeccionamiento”, señalando que se podrá demandar la nulidad relativa del contrato “mientras éste se encuentre vigente”, todo ello en atención a lo disciplinado en el inciso 2° del literal j) del numeral 2° de dicho artículo; y, por último, el Código instituye un término genérico para la procedencia de este medio de control, se trata iii) del término de dos (2) años “que se contará a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento”.
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Asunto: CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES – concepto – cómputo de caducidad.
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante del auto dictado en audiencia del 30 de junio de 2015, por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en la cual se declaró la caducidad del medio de control.

ANTECEDENTES

1.- En demanda del 23 de junio de 2014, la Asociación de Gestiones Municipales GEMPAL, por intermedio de apoderado en ejercicio del medio de control de controversias contractuales, solicitó que se declarara que el Municipio de Yumbo incumplió el contrato de prestación de servicios N° 495 celebrado entre éste y la parte actora el 23 de julio de 2008, y como consecuencia de lo anterior se condenara al Municipio a indemnizar los perjuicios ocasionados a la demandante por concepto de capital e intereses, suma que a juicio del demandante asciende a mil doscientos millones de pesos ($1.200.000.000).    

Igualmente, solicita la parte actora que se liquide judicialmente el contrato ut supra mediante la cual se conciba un corte de cuentas de las prestaciones adeudadas a esta por parte del Municipio demandado.   

2.- En auto del 19 de Septiembre de 2014 el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, admitió la demanda. 

3.- La parte demandada mediante escrito del 13 de marzo de 2015, propuso excepciones dentro de las cuales planteó la excepción de caducidad del medio de control, toda vez que en primer lugar las partes acordaron que el contrato tendría un término de duración de 10 meses, terminando este el 23 de julio de 2009; a su vez se alega que en el mismo no se estipuló término de liquidación, y tampoco se realizó esta de manera bilateral o unilateral.

En razón a lo anterior, el Municipio de Yumbo alega que debe darse aplicación a los términos de caducidad previstos en el artículo 164 del C.P.A.C.A, puntualmente del término que se concede el punto V del literal j del numeral 2 ibídem, que establece: 

“La demanda deberá ser presentada:
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad:
j) En las relativas a contratos el término para demandar será de dos (2) años que se contarán a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento. (…) 

(…)En los siguientes contratos, el término de dos (2) años se contará así:
V) En los que requieran de liquidación y esta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la administración unilateralmente, una vez cumplido el término de dos (2) meses contados a partir del vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del término de los cuatro (4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del acuerdo que la disponga;” (negrilla fuera de texto)

En atención a esta disposición y bajo el entendido de que el contrato terminó el 23 de julio de 2009 y en ningún momento se liquidó de mutuo acuerdo o unilateralmente, el plazo para que se diera la liquidación del mismo fue de 4 meses desde la fecha citada anteriormente, con lo cual se entiende que el conteo del termino de caducidad inició el 24 de septiembre de 2009, siendo entonces que la caducidad operó el 24 de septiembre de 2011 estando caducado el medio de control para la época de la presentación de la demanda.

4.- Mediante memorial del 17 de marzo de 2015, el apoderado de la parte actora descorrió traslado de la excepción propuesta por el demandado, en donde pone de presente que la fecha aducida por la contraparte como aquella en donde inicio el término de caducidad no corresponde a la debida, toda vez que mediante escrito del 16 de octubre de 2012, la administración Municipal de Yumbo puso fin a la discusión respecto del contrato sub judice, con lo cual asegura el actor, se debe dar aplicación a lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, en tanto esta norma estipula que:

“La liquidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto. De no existir tal término, la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración del término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga.” (negrilla fuera de texto)
Siendo entonces que a juicio del demandante la respuesta que el Municipio dio al derecho de petición el día  16 de octubre de 2014 puso fin a la controversia contractual entre las partes lo que no solamente deriva la obligación de iniciar la liquidación del contrato sino que a su vez se debe tomar esa fecha para efectos de iniciar el conteo del término de caducidad.

 5.- En auto de 30 de septiembre de 2014 el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, en desarrollo de la audiencia inicial, encontró probada la excepción de caducidad del medio de control presentada por el apoderado de la parte demandada.

 6.- Frente a tal decisión, el apoderado de la parte demandante interpuso recurso de apelación, impugnación que fue concedida por el a-quo en la audiencia. Como sustento de su impugnación la parte accionante alegó que se remite a los argumentos planteados en la contestación de las excepciones presentadas por la parte demandada, haciendo énfasis en que el Municipio de Yumbo se aprovechó de su propio dolo y culpa para no cumplir con el contrato, negando que la parte actora dio el cumplimiento al mismo y desconoció tal circunstancia, dando por terminada la discusión el día en que proporcionó respuesta al derecho de petición, donde inclusive da a entender que la parte actora puede iniciar una reclamación por vía judicial.

El a-quo concedió el recurso en el efecto suspensivo. 

CONSIDERACIONES

1.- La Sala es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto del 30 de junio de 2015, en razón a la cuantía del asunto, la cual excede el monto de quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes para el año 2014, fecha de presentación de la demanda, al tenor de los artículos 150 y 152.5 del CPACA y en atención a que el auto que declara probada la excepción de caducidad del medio de control es apelable, conforme lo enseña el numeral 3° del artículo 243 ibídem. 

2.- La caducidad de la acción contenciosa administrativa como instituto procesal obtiene soporte y fundamento en el artículo 228 de la Constitución Política. Dicho fundamento constitucional determina la aplicación de los términos procesales en el ordenamiento jurídico, buscando ante todo la protección material de los derechos y la resolución definitiva de los conflictos que surgen a diario en el complejo tejido social

. 

Conforme a la estructuración conceptual de nuestra legislación, la figura de la caducidad de la acción es de estricto orden público y de obligatorio cumplimiento, innegociable e irrenunciable en cuanto implica el reconocimiento normativo de un lapso habilitador para el ejercicio de ciertas acciones judiciales
. En esta perspectiva, el legislador ha considerado que la no materialización del término límite establecido para la correspondiente caducidad constituye otro de los presupuestos para el debido ejercicio de las acciones contencioso administrativas que estuvieren condicionadas para estos efectos por el elemento temporal
.
Desde este punto de vista, la caducidad se institucionaliza como un concepto temporal, perentorio y preclusivo de orden, estabilidad, interés general y seguridad jurídica para los asociados y la administración desde la perspectiva procesal, generando certidumbre en cuanto a los tiempos de las personas para hacer valer sus derechos ante las autoridades judiciales
. En este sentido, las consecuencias del acaecimiento de la condición temporal que es manifiesta en toda caducidad implica la pérdida de oportunidad para reclamar por la vía judicial los derechos que se consideren vulnerados por causa de la actividad de la administración pública
.
2.2.- Descendiendo a la manera como se concibe la aplicación del término de caducidad en la pretensión de controversias contractuales, es preciso advertir, en primer lugar, que este medio de control ha sido considerado como “pluripretensional”, en razón al hecho de que dentro de la configuración normativa descrita en el artículo 141 del CPACA se instrumentaliza, en términos procesales, la posibilidad de obtener diversas declaraciones judiciales atendiendo a los variados supuestos fácticos y jurídicos que gravitan en torno a una relación contractual o precontractual, como es que se declare la existencia, nulidad o se efectúe la revisión de un contrato estatal, así como que se anulen los actos administrativos de carácter contractual o se procede a la liquidación judicial del contrato.
Vista la diversidad de enfoques que se aglutinan en el marco del denominado medio de control de controversias contractuales, resulta apenas razonable entender el tratamiento diferenciado, en punto de caducidad, que brindó el artículo 164 para este medio de control, dado el hecho que allí se estableció, grosso modo, diferentes términos de caducidad en atención a la concreta pretensión incoada. 

Así, como primer supuesto normativo i) se establece en el literal c) del numeral 2° que cuando se pretenda la nulidad o nulidad y restablecimiento del derecho de los actos previos a la celebración del contrato, “el término será de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente a su comunicación, notificación, ejecución o publicación, según el caso”; por otro lado, como segundo evento se tiene que ii) en los casos en donde se persiga la declaratoria de nulidad absoluta  o relativa del contrato, “el término para demandar será de dos (2) años que se empezarán a contar desde el día siguiente al de su perfeccionamiento”, señalando que se podrá demandar la nulidad relativa del contrato “mientras éste se encuentre vigente”, todo ello en atención a lo disciplinado en el inciso 2° del literal j) del numeral 2° de dicho artículo; y, por último, el Código instituye un término genérico para la procedencia de este medio de control, se trata iii) del término de dos (2) años “que se contará a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento”.

En consecuencia, corresponde verificar al Juez Administrativo, de acuerdo con fundamentos fácticos de la demanda y las pretensiones allí perseguidas, cuál es el término de caducidad aplicable en cada caso, pues, como se puede apreciar en el anterior párrafo, cada término de caducidad alude a diversas dinámicas ocurridas en la relación contractual o precontractual. 

2.3.- Dicho esto, en el presente caso se observa que en el escrito de demanda se solicitó que se:

1. “Que se declare que el Municipio de Yumbo incumplió el contrato de prestación de servicios N° 495 celebrado entre la firma GEMPAL y el Municipio de Yumbo el 23 de julio de 2008(…).”

2.  “Que como consecuencia de la declaratoria de incumplimiento del contrato anteriormente mencionado, se condene al Municipio de Yumbo a indemnizar los perjuicios ocasionados a mi mandante, consistentes en el reconocimiento y pago a la firma Asociación de Gestiones Municipales GEMPAL, la suma de mil doscientos millones de pesos m/cte., por concepto de capital e intereses, conforme el porcentaje pactado por la recuperación de más de 3.000 mil millones de pesos de conformidad con la cláusula 4 del contrato.” 
Por su parte, el Tribunal de instancia mediante auto de 31 de julio de 2015, dentro del desarrollo de la audiencia inicial, resolvió declarar probada de manera oficiosa la excepción de caducidad del medio de control, dando aplicación a lo dispuesto por el artículo 164 del Código Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, toda vez que este establece un límite de cuatro (4) meses luego de que se termine el contrato para que el mismo sea liquidado; plazo que una vez vencido, a juicio del a-quo, promovió el conteo del término de 2 años el cual feneció el 24 de septiembre de 2011, fecha para la cual no se había iniciado ningún tipo de actuación por parte de la actora, quien solo hasta el 23 de julio de 2014 presento demanda.

Ahora bien, respecto de las alegaciones hechas por la parte demandante en lo atinente a la conducta desplegada por el Municipio de Yumbo al no cancelar lo adeudado, el Tribunal señala que, “(…) no significa que la ejecución del contrato trascendiera a lo  largo de los  años desfigurando el plazo pactado por ambas partes, máxime cuando de manera expresa y clara se estableció el termino de finalización del contrato y la ley es muy clara en establecer los términos procesales para presentar la demanda cuando el contrato no ha sido liquidado”.  
Así las cosas, es claro para la Sala que el a quo aplicó de manera acertada la normatividad que es afín al sub judice y en consecuencia, se ratificara el razonamiento que aquel presentó para declarar probada la excepción de caducidad del medio de control. 

Sobre lo anterior es menester recalcar que las partes al establecer un plazo dentro del cual se desarrolló el objeto del contrato, y al no encontrarse en el expediente prueba que pueda llegar a determinar que sobre el mismo se dio una prorroga otrosí o cualquier otra forma de prolongar el tiempo de ejecución del mismo, este se debió ejecutar hasta el 23 de mayo de 2009, día en el cual comenzó a correr el término para que este se liquidara. 

En este punto, se debe tener en cuenta que la norma extiende el término no solo en cuatro (4) meses, sino que se debe de entender que existe un límite de dos (2) meses dentro de los cuales se deberá liquidar el contrato de manera unilateral o bilateral, que se presentan como un lapso perentorio de carácter legal, siguiendo la lógica de que la relación contractual no se puede extender de manera indefinida en el tiempo. De este modo se llega a concluir que efectivamente el actor permitió que se generara caducidad del medio de control. 

Respecto de las alegaciones presentadas por el apoderado de la parte actora, al asegurar que el Municipio de Yumbo se aprovechó de su propio dolo o culpa, considera esta Sala que la misma tiene un carácter circunstancial, y al estudiar de manera transversal el acervo probatorio contenido en el expediente objeto de la controversia, no es posible identificar de manera clara e inexorable que el demandado desplegó una conducta que demuestre la negligencia o dolo alegado por la parte actora, lo cual genera la suficiente argumentación que permite precisar la inexistencia de una prueba que brinde certeza a las afirmaciones expuestas por la parte demandante.  

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 30 de junio de 2015, dictado por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en el cual se declaró la caducidad del medio de control por las razones expuestas en este proveído.

SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen.

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ             GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE 

Presidenta de la Sala

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

� Corte Constitucional, SC-165 de 1993. “Desde esta perspectiva, es claro que la justicia, entendida como la resultante de la efectiva y recta mediación y resolución con carácter definitivo de los conflictos surgidos en el transcurso del devenir social, se mide en términos del referente social y no de uno de sus miembros”.


� Corte Constitucional, SC-351 de 1994. “El derecho de acceso a la administración de justicia, sufriría grave distorsión en su verdadero significado si, como lo desean los demandantes, este pudiera concebirse como una posibilidad ilimitada, abierta a los ciudadanos sin condicionamientos de ninguna especie. Semejante concepción conduciría a la parálisis absoluta del aparato encargado de administrar justicia. Implícitamente supondría además la exoneración del individuo de toda ética de compromiso con la buena marcha de la justicia, y con su prestación recta y eficaz. Y, en fin (sic), el sacrificio de la colectividad, al prevalecer el interés particular sobre el  general. En suma, esa concepción impediría su funcionamiento  eficaz, y conduciría a la imposibilidad de que el Estado brindara a los ciudadanos reales posibilidades de resolución de sus conflictos. Todo lo cual sí resultaría francamente contrario a la Carta”.


�Corte Constitucional. Sentencia C-832 del 8 de agosto de 2001, M. P.: Rodrigo Escobar Gil: “La caducidad es una institución jurídico procesal a través del cual el legislador, en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su fundamento se halla en la necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad jurídica, para evitar la paralización del tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede derechos subjetivos, sino que por el contrario apunta a la protección de un interés general. La caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual cuando se ha configurado no puede iniciarse válidamente el proceso. Esta es una figura de orden público, lo que explica su carácter irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de oficio por parte del juez, cuando se verifique su ocurrencia”.


� Corte Constitucional, SC-351 de 1994. “Para nadie es desconocido que la sociedad entera tiene interés en que los procesos y controversias se cierren definitivamente, y que atendiendo ese propósito, se adoptan instituciones y mecanismos que pongan término a la posibilidad de realizar intemporal o indefinidamente actuaciones ante la administración de justicia, para que las partes actuen (sic) dentro de ciertos plazos y condiciones, desde luego, con observancia plena de las garantías constitucionales que aseguren amplias y plenas oportunidades de defensa y de contradicción del derecho en litigio”.


�Corte Constitucional. Sentencia C-781 del 13 de octubre de 1999, M. P.: Carlos Gaviria Díaz: “De otro lado, resulta necesario dotar de firmeza a las determinaciones oficiales estableciendo un momento a partir del cual ya no es posible controvertir algunas actuaciones. De lo contrario, el sistema jurídico se vería avocado a un estado de permanente latencia en donde la incertidumbre e imprecisión que rodearían el quehacer estatal entorpecerían el desarrollo de las funciones públicas. Ha dicho la Corte: ‘La caducidad es la extinción del derecho a la acción por cualquier causa, como el transcurso del tiempo, de manera que si el actor deja transcurrir los plazos fijados por la ley en forma objetiva, sin presentar la demanda, el mencionado derecho fenece inexorablemente, sin que pueda alegarse excusas algunas para revivirlos. Dichos plazos constituyen entonces una garantía para la seguridad jurídica y el interés general. Y es que la caducidad representa el límite dentro del cual el ciudadano debe reclamar del Estado determinado derecho; por ende, la actitud negligente de quien estuvo legitimado en la causa no puede ser objeto de protección, pues es un hecho cierto que quien dentro de las oportunidades procesales fijadas por la ley ejerce sus derechos, no se verá expuesto a perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado’. Ahora bien: los términos de caducidad no pueden interpretarse como una forma de negar el acceso a la justicia, precisamente porque la limitación de plazo para impugnar ciertos actos –y es algo en lo que se debe insistir– está sustentada en el principio de seguridad jurídica y crea una carga proporcionada en cabeza de los ciudadanos para que se interesen y participen prontamente en el control de actos que vulneran el ordenamiento jurídico. Ha añadido la Corte: ‘El derecho de acceso a la administración de justicia sufriría grave distorsión en su verdadero significado si, como lo desean los demandantes, éste pudiera concebirse como una posibilidad ilimitada, abierta a los ciudadanos sin condicionamientos de ninguna especie. Semejante concepción conduciría a la parálisis absoluta del aparato encargado de administrar justicia. Implícitamente supondría además la exoneración del individuo de toda ética de compromiso con la buena marcha de la justicia, y con su prestación recta y eficaz. Y, en fin, el sacrificio de la colectividad, al prevalecer el interés particular sobre el general. En suma, esa concepción impediría su funcionamiento eficaz, y conduciría a la imposibilidad de que el Estado brindara a los ciudadanos reales posibilidades de resolución de sus conflictos. Todo lo cual sí resultaría francamente contrario a la Carta’”.


�Corte Constitucional. Sentencia C-115 de 1998, M. P.: Hernando Herrera Vergara: “La ley establece un término para el ejercicio de las acciones contencioso administrativas (art. 136 cca), de manera que al no promoverse la acción dentro del mismo, se produce la caducidad. Ello surge a causa de la inactividad de los interesados para obtener por los medios judiciales requeridos la defensa y el reconocimiento de los daños antijurídicos imputables al Estado. Dichos plazos constituyen entonces una garantía para la seguridad jurídica y el interés general. Y es que la caducidad representa el límite dentro del cual el ciudadano debe reclamar del Estado determinado derecho; por ende, la actitud negligente de quien estuvo legitimado en la causa no puede ser objeto de protección, pues es un hecho cierto que quien dentro de las oportunidades procesales fijadas por la ley ejerce sus derechos, no se verá expuesto a perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado”. 





